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Artículo 148- 
[…] 
Transitorio al artículo 148- 
Por única vez, el disfrute del feriado correspondiente a las fechas 
25 de julio, 2 de agosto y 15 de agosto del 2020, se trasladará al 
día viernes inmediato anterior, y el correspondiente a las fechas 15 
de setiembre y 1 de diciembre del 2020, al día viernes inmediato 
posterior.  El disfrute del feriado correspondiente a las fechas 11 
de abril, 1 de mayo, 25 de julio y 15 de agosto del año 2021 se 
trasladará al viernes inmediato anterior, y el correspondiente a 
las fechas 15 de setiembre y 1 de diciembre del 2021 al viernes 
inmediatamente posterior, todo con el propósito de fomentar la 
visitación interna y la reactivación económica en todas las regiones 
del país, particularmente del sector turismo.  Las actividades 
oficiales correspondientes a las conmemoraciones referidas para 
las fechas indicadas cuando así proceda se realizarán el propio día 
dispuesto. 
Rige a partir de su publicación.” 

Roberto Hernán Thompson Chacón 
Diputado 

29 de abril de 2020 
NOTA: Este proyecto aún no tiene comisión asignada.
1 vez.—( IN2020454450 ).

ASAMBLEA LEGISLATIVA
DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA

EXPEDIENTE LEGISLATIVO Nº 20.861 ADICIÓN
DE LOS ARTÍCULOS 36 BIS, 36 TER, 36 QUATER,
44 TER Y DE LOS INCISOS G) Y H) AL ARTÍCULO
53, Y REFORMA DE LOS ARTÍCULOS 44 BIS Y 63

DE LA LEY 7472, PROMOCIÓN DE LA COMPETENCIA
Y DEFENSA EFECTIVA DEL CONSUMIDOR,

DE 20 DE DICIEMBRE DE 1994
REDACCIÓN FINAL DEL 30 DE ABRIL DE 2020

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA
DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA

DECRETA:
ADICIÓN DE LOS ARTÍCULOS 36 BIS, 36 TER,

36 QUATER, 44 TER Y DE LOS INCISOS G)
Y H) AL ARTÍCULO 53, Y REFORMA DE LOS

ARTÍCULOS 44 BIS Y 63 DE LA LEY 7472,
PROMOCIÓN DE LA COMPETENCIA

Y DEFENSA EFECTIVA DEL CONSUMIDOR,
DE 20 DE DICIEMBRE DE 1994

ARTÍCULO 1- Se adicionan los artículos 36 bis, 36 ter y 
36 quater a la Ley 7472, Ley de Promoción de la Competencia y 
Defensa Efectiva del Consumidor, de 20 de diciembre de 1994. Los 
textos son los siguientes:

Artículo 36 bis- Límites en las operaciones financieras, 
comerciales y los microcréditos

La tasa anual máxima de interés que podrán cobrar las 
personas físicas o jurídicas que otorguen financiamiento a un tercero 
para operaciones financieras, comerciales y microcréditos deberá 
ajustarse a los límites establecidos en este artículo.

La tasa anual máxima de interés para todo tipo de crédito, 
salvo para los microcréditos, se calculará sumando el promedio 
simple, del promedio ponderado de los últimos doce meses de la tasa 
de interés activa, más doce coma ocho (12,8) puntos porcentuales. 
Dicho resultado se multiplicará por uno coma cinco (1,5).

La tasa anual máxima de interés para microcrédito se calculará 
sumando el promedio simple, del promedio ponderado de los últimos 
doce meses de la tasa de interés activa, más trece coma dieciocho 
(13,18) puntos porcentuales. Dicho resultado se multiplicará por dos 
coma cero ocho cinco (2,085).

La tasa de interés activa que se utilizará para las tasas máximas 
de todo tipo de crédito y microcrédito será la tasa de interés activa 
negociada del grupo Otras Sociedades de Depósito calculada por el 

Banco Central de Costa Rica, en dólares de los Estados Unidos de 
América o en colones, según se haya pactado en el contrato, negocio 
o transacción.

Para efectos de esta ley, se entiende por microcrédito todo 
crédito que no supere un monto máximo de uno coma cinco (1,5) 
veces el salario base del oficinista 1 del Poder Judicial, según la Ley 
7337, de 5 de mayo de 1993. Se excluyen de los microcréditos las 
tarjetas de crédito.

Para el caso de contratos, negocios o transacciones pactados 
en otras monedas se utilizará el promedio simple, del promedio 
ponderado de los últimos doce meses, de la tasa de interés activa 
negociada del grupo Otras Sociedades de Depósito, en dólares de 
los Estados Unidos de América, calculada por el Banco Central de 
Costa Rica.

Las tasas máximas señaladas serán calculadas y establecidas 
por el Banco Central de Costa Rica, el cual las deberá publicar, en 
la primera semana de los meses de enero y julio de cada año, en 
La Gaceta y en su página web. Estas tasas se aplicarán para todo 
contrato, negocio o transacción efectuado en el semestre siguiente 
al de su publicación.

Se prohíbe al oferente del crédito fragmentar el monto de los 
créditos regulares, en montos iguales o menores a uno coma cinco 
(1,5) veces el salario base del oficinista 1 del Poder Judicial, según 
la Ley 7337, de 5 de mayo de 1993, con el fin de cobrar una tasa 
mayor a la tasa máxima establecida para el crédito regular.

Se prohíbe a toda persona física o jurídica, que otorgue 
financiamiento a terceros, incorporar a la tasa de interés costos, 
gastos, multas o comisiones que superen los límites establecidos 
en la presente ley. No se considerarán parte de la tasa de interés: 
i) los cargos por la realización evidenciable de una gestión de 
cobranza administrativa que no podrá ser superior, en ningún caso, 
al monto equivalente al cinco por ciento (5%) de la parte del abono 
al principal que se encuentra en mora, no pudiendo superar nunca 
el monto de doce dólares de los Estados Unidos de América ($12), 
considerando que esta multa aplicará a partir del quinto día de 
atraso y no podrá aplicarse más de una vez al mes. Cualquier otro 
cargo, costo financiero o comisión, se denomine en los contratos 
tasa de interés o no, se considerarán parte de la tasa de interés de la 
operación.

El cobro de una tasa de interés superior a las establecidas por 
el BCCR, de acuerdo con este artículo, se considerará una ventaja 
pecuniaria desproporcionada para efectos del artículo 243 de la Ley 
4573, Código Penal, de 4 de mayo de 1970.

Para bancos y sus grupos o sus conglomerados financieros, en 
lo referente a tasas de interés moratorias, tanto en colones como en 
dólares, se aplicará lo establecido en el artículo 70 de la Ley 1644, 
Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, de 16 de setiembre de 
1953. Para el caso de créditos pactados con entidades no bancarias, 
se aplicará lo establecido en el artículo 498 de la Ley 3284, Código 
de Comercio, de 30 de abril de 1964.

Será responsabilidad de la Superintendencia General de 
Entidades Financieras (Sugef) velar, mensualmente, por que 
en ningún crédito que exceda el monto correspondiente a un 
microcrédito se cobre una tasa superior a la tasa anual máxima 
de interés para todo tipo de crédito. En caso de determinarse un 
incumplimiento, la Superintendencia deberá denunciar ese hecho al 
Ministerio Público.

Artículo 36 ter- Accesibilidad, transparencia y publicidad de 
la información

El Banco Central de Costa Rica (BCCR), en coordinación 
con el Ministerio de Economía, Industria y Comercio (MEIC), 
desarrollará un índice de comparabilidad de toda la oferta de 
productos crediticios en el país por tipo de producto, incluyendo 
todos los ofrecidos por personas físicas y jurídicas en el territorio 
nacional y los medios electrónicos de pago.

Dicho índice deberá establecerse con base en una metodología 
pública y sustentada en estudios técnicos, debidamente publicada en 
La Gaceta y será denominado índice de competencia financiera. El 
primer cálculo deberá realizarse antes de seis meses a partir de la 
entrada en vigencia de esta ley.
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Se reprimirá con la pena prevista en el artículo 216 del Código 
Penal, tipificado como “estafa”, a quien debiendo entregar un bien 
o prestar un servicio, ofrecido públicamente en los términos de los 
artículos 34, 37 y 41 de esta ley, no lo realice en las condiciones 
pactadas, sino que se valga de un engaño o cualquier otra acción 
manipuladora.

En esos casos, la Comisión Nacional del Consumidor debe 
remitir el expediente a los órganos jurisdiccionales penales, de 
conformidad con el inciso f) del artículo 53 de la presente ley.

ARTÍCULO 4- Se reforma integralmente el artículo 44 bis 
y se adiciona el artículo 44 ter a la Ley 7472, Ley de Promoción 
de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, de 20 de 
diciembre de 1994. Los textos son los siguientes:

Artículo 44 bis- Obligaciones de oferentes de crédito
Además de las disposiciones del artículo 42 de esta ley, 

los oferentes de crédito deberán cumplir con los siguientes 
requisitos:

a) Previo al otorgamiento de crédito, los oferentes deberán 
solicitarle, al potencial deudor, una autorización para tener acceso a 
la Central de Información Crediticia de la Superintendencia General 
de Entidades Financieras (Sugef), para visualizar el total de sus 
obligaciones crediticias vigentes para evitar el sobreendeudamiento 
del consumidor financiero.

b) Suministrar al deudor, previo a suscribirse el contrato, 
información escrita, clara, actualizada y suficiente que precise el 
mecanismo que se emplee a fin de determinar la tasa de interés, los 
saldos promedios sujetos a interés, la fórmula para calcularlos y los 
supuestos en los que no se pagará dicho interés.

c) Presentar explícitamente, en los estados de cuenta, el 
desglose de los rubros que el usuario debe pagar. En rubros separados 
deben mantenerse el principal, los intereses financieros, los intereses 
moratorios, los recargos y las comisiones, todos correspondientes al 
respectivo período del estado de cuenta.

d) Mostrar la tasa de interés cobrada en el período.
e) Informar, en el estado de cuenta inmediato posterior, acerca 

de las modificaciones del contrato original y las adendas o los anexos 
para que puedan determinar si mantienen la relación contractual o 
no. Si el deudor no mantiene la relación contractual, el acreedor 
solo podrá cobrar el pasivo pendiente con la tasa de interés vigente 
previa a la modificación propuesta.

Artículo 44 ter- Derecho del trabajador consumidor financiero
Los trabajadores tienen derecho a solicitar la retención por 

parte del patrono de las cuotas para el pago de sus créditos, siempre 
y cuando exista acuerdo entre el trabajador, el patrono y la entidad 
acreedora. El Banco Central de Costa Rica, a través del Sistema 
Nacional de Pagos Electrónicos (Sinpe) debe implementar un 
sistema para realizar las deducciones.

No podrán hacerse deducciones del salario del trabajador 
que afecten el salario mínimo intangible e inembargable, al que se 
refiere el artículo 172 de la Ley 2, Código de Trabajo, de 27 de 
agosto de 1943. Se exceptúa de esta disposición lo que corresponda 
a la pensión alimentaria.

Cualquier persona física o jurídica que otorgue un crédito 
que irrespete el salario mínimo intocable al que se refiere el 
párrafo primero del artículo 172 del Código de Trabajo será 
sujeta a la sanción considerada como infracción muy grave, de 
acuerdo con el inciso a) del artículo 155 de la Ley 7558, Ley 
Orgánica del Banco Central de Costa Rica, de 3 de noviembre 
de 1995.

TRANSITORIO- El Banco Central de Costa Rica (BCCR) 
deberá realizar la primera fijación, para la tasa anual máxima de 
todo tipo de crédito y para microcrédito, en la primera semana del 
mes de enero o julio posterior a la entrada en vigencia de la presente 
ley. Para calcular el promedio simple, del promedio ponderado de 
los últimos doce meses, de la tasa de interés activa negociada del 
grupo Otras Sociedades de Depósito, a efectos de realizar la primera 
fijación de ambas tasas, el BCCR utilizará las tasas promedio de los 
doce meses anteriores a la primera semana del mes de enero o julio, 
según corresponda.

Este índice comprenderá al menos la tasa de interés nominal, 
los gastos, las comisiones, los intereses moratorios, las multas y 
cualquier otra erogación que derive costo para el prestatario mientras 
la operación esté en vigencia, incluyendo todos los gastos de 
formalización, así como los beneficios pecuniarios y no pecuniarios 
que el servicio incluya.

Con base en este índice, y de conformidad con el tipo de 
producto crediticio respectivo, estas dos instituciones mantendrán 
actualizada, semanalmente, la clasificación de todos los productos 
crediticios similares por entidad financiera y dispuesto en consulta 
libre en el sitio web del BCCR, del MEIC y de todas las instituciones 
del sector público, y desarrollarán un ranqueo de los productos por 
tipo.

Todas las personas físicas y jurídicas, que otorguen 
financiamiento a terceros, deberán disponer en internet de un 
vínculo o redireccionamiento a dicha información para sus 
clientes y hacer de conocimiento de estos dicha herramienta de 
información.

Todas las personas físicas o jurídicas, nacionales o 
internacionales, que brinden servicios de financiamiento a terceros, 
en Costa Rica, estarán obligadas a entregar, mediante medios 
electrónicos, toda la información que el BCCR o el MEIC requerirán 
para desarrollar este índice, pudiendo ordenar, cualquiera de estas 
instituciones, que esta información esté certificada por un auditor 
independiente cuando así lo estimen necesario.

Artículo 36 quater- La Superintendencia General de Entidades 
Financieras (Sugef) estará obligada a remitir anualmente, a la 
Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Hacendarios de la 
Asamblea Legislativa, un estudio que determine los impactos de 
las disposiciones contenidas en los artículos 36 bis y 36 ter de la 
presente ley.

ARTÍCULO 2- Se adicionan los incisos g) y h) al artículo 53 
de la Ley 7472, Ley de Promoción de la Competencia y Defensa 
Efectiva del Consumidor, de 20 de diciembre de 1994. Los textos 
son los siguientes:

Artículo 53- Potestades de la Comisión Nacional del 
Consumidor

La Comisión Nacional del Consumidor tiene las siguientes 
potestades:

[…]
g) Homologar las propuestas de contrato tipo que los 

proveedores de servicios financieros trasladan al solicitante de un 
crédito, para eliminar cláusulas abusivas, entendiendo estas como 
las que superen los límites establecidos en el artículo 36 bis de esta 
ley.

h) Denunciar, en la vía penal, a las personas físicas y jurídicas 
que eventualmente pueden haber incurrido en el delito de usura, 
cuando en el ejercicio de sus competencias adquiera la convicción 
de la potencial comisión de ese hecho punible.

Cabrá responsabilidad penal, civil y administrativa de los 
funcionarios, representantes, administradores o gestores de las 
personas jurídicas que tomaron la decisión de cobrar una tasa de 
interés que supere los límites señalados en el artículo 36 bis de esta 
ley.

ARTÍCULO 3- Se reforma el artículo 63 de la Ley 7472, 
Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del 
Consumidor, de 20 de diciembre de 1994. El texto es el siguiente:

Artículo 63- Delitos en perjuicio del consumidor
La exigencia de intereses desproporcionados, en contra de los 

límites señalados en esta ley, es una conducta constitutiva del delito 
de usura.

Las penas de los delitos de “usura”, “agiotaje” y “propaganda 
desleal”, indicados en los artículos 243, 245 y 249 de la Ley 4573, 
Código Penal, de 4 de mayo de 1970, deben duplicarse cuando se 
cometan en perjuicio de los consumidores y usuarios, en los términos 
estipulados en el artículo 2 de esta ley. Las mismas penas se aplicarán 
cuando el daño causado exceda el monto equivalente a cincuenta 
veces el menor de los salarios mínimos mensuales o cuando el 
número de productos o servicios transados, en contravención de los 
citados artículos, exceda de cien.
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VI.—Que los distintos órganos del Gobierno de la República 
incluidos en el presente decreto han solicitado su confección, 
cumpliendo en todos los extremos con lo dispuesto en la normativa 
técnica y legal vigente.

VII.—Que a los efectos de evitar la innecesaria onerosidad que 
representa el gasto de la publicación total de este Decreto de modificación 
presupuestaria para las entidades involucradas, habida cuenta de que 
las tecnologías de información disponibles en la actualidad permiten su 
adecuada accesibilidad sin perjuicio de los principios de transparencia y 
publicidad; su detalle se publicará en la página electrónica del Ministerio 
de Hacienda, concretamente en el vínculo de la Dirección General de 
Presupuesto Nacional, y su versión original impresa, se custodiará en 
los archivos de dicha Dirección General.

VIII.—Que se hace necesario promulgar el presente Decreto, 
con la finalidad de que los órganos del Gobierno de la República 
incluidos en este, en su programación presupuestaria autorizada 
en Ley N° 9791, Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario 
de la República para el Ejercicio Económico del 2020 de 26 
de noviembre de 2019 y sus reformas, así como en sus planes 
estratégicos vigentes, reflejen el cumplimiento de los objetivos y 
metas que fueron asignados en el Plan Nacional de Desarrollo y de 
Inversión Pública del Bicentenario 2019-2022, en forma consistente 
con las asignaciones financieras autorizadas en la referida Ley Nº 
9791 y sus reformas. Por tanto,

Decretan:
Artículo 1°—Modifícanse los artículos 2º, 4°, 5° y 6° de la 

Ley N° 9791, Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de 
la República para el Ejercicio Económico del 2020, publicada en 
los Alcances Digitales N° 273A y 273B a La Gaceta N° 233 del 
6 de diciembre del 2019 y sus reformas, con el fin de adecuar la 
programación presupuestaria a lo establecido en el Plan Nacional 
de Desarrollo y de Inversión Pública del Bicentenario 2019-2022.

Artículo 2°—El detalle de la modificación indicada en el 
artículo anterior en los niveles de título, programa y subprograma, 
según corresponda, estará disponible en la página electrónica del 
Ministerio Hacienda en la siguiente dirección: http://www.hacienda.
go.cr/contenido/12485-modificaciones-presupuestarias, y en forma 
impresa, en los archivos que se custodian en la Dirección General 
de Presupuesto Nacional.

Artículo 3°—Rige a partir de su publicación en el Diario 
Oficial.

Dado en la Presidencia de la República, a los treinta y un días 
del mes de marzo del año dos mil veinte.

CARLOS ALVARADO QUESADA.—El Ministro de Hacienda, 
Rodrigo A. Chaves.—1 vez.—O. C. N° 4600034827.—Solicitud 
N° 196599.—( D42309 - IN2020454525 ).

ACUERDOS
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

Nº 505-P
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

Con fundamento en las facultades que le confiere el artículo 26 
inciso b), 47 y 152 de la Ley General de la Administración Pública.

ACUERDA:
Artículo 1º—Dejar sin efecto el nombramiento de la señora 

Alejandra Hernández Sánchez, cédula de identidad número 1-1121-
0292, como Viceministra de Cultura del Ministerio de Cultura 
y Juventud, a efectos de que de inmediato asuma el cargo de 
Viceministra de Egresos del Ministerio de Hacienda.

Artículo 2º—Nombrar a la señora Alejandra Hernández 
Sánchez, cédula de identidad número 1-1121-0292, como Viceministra 
de Egresos del Ministerio de Hacienda.

Artículo 3º—Rige a partir de las doce horas del dieciséis de 
abril de dos mil veinte.

Dado en San José a los dieciséis días del mes de abril de dos 
mil veinte.

CARLOS ALVARADO QUESADA.—1 vez.—O. C. Nº 
4600034379.— Solicitud Nº 10-2020.—( IN2020454703 ).

Rige a partir de su publicación.
Firmado en San José, en la sede de Plenario Legislativo, a los 

treinta días del mes de abril de dos mil veinte.
María Vita Monge Granados	 Marulin Azofeifa Trejos
Jorge Luis Fonseca Fonseca	 Catalina Montero Gómez

Patricia Villegas Álvarez
Diputadas y diputado

Nota: este proyecto de ley se encuentra en discusión en el 
Plenario Legislativo, el cual puede ser consultado en el Departamento 
Secretaría del Directorio.

1 vez.—Exonerado.—( IN2020454825 ).

PODER EJECUTIVO

DECRETOS
N° 42309-H

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA
Y EL MINISTRO DE HACIENDA

Con fundamento en las atribuciones que les confieren los 
artículos 140 incisos 3) y 18) y 146 de la Constitución Política; 
los artículos 25 inciso 1), 27 inciso 1) y 28 inciso 2), acápite b) 
de la Ley N° 6227, Ley General de la Administración Pública de 
2 de mayo de 1978 y sus reformas; la Ley N° 8131, Ley de la 
Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos 
de 18 de setiembre de 2001 y sus reformas; su Reglamento, el 
Decreto Ejecutivo N° 32988-H-MP-PLAN de 31 de enero de 2006 
y sus reformas, la Ley N° 9791, Ley de Presupuesto Ordinario y 
Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico del 
2020 de 26 de noviembre de 2019 y sus reformas y el Decreto 
Ejecutivo N° 40203 Plan-RMINAE del 15 de febrero del 2017 
y su reforma, Gobernanza e Implementación de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible en Costa Rica.

Considerando:
I.—Que el inciso g) del artículo 5 de la Ley N° 8131, publicada 

en La Gaceta N° 198 de 16 de octubre de 2001 y sus reformas, 
establece que el presupuesto debe ser de conocimiento público por 
los medios electrónicos y físicos disponibles.

II.—Que el inciso b) del artículo 45 de la citada Ley N° 
8131 y sus reformas, autoriza al Poder Ejecutivo a realizar las 
modificaciones presupuestarias no contempladas en el inciso a) del 
mismo artículo, según la reglamentación que se dicte para tal efecto.

III.—Que el artículo 61 del Decreto Ejecutivo N° 
32988-H-MP-PLAN citado, autoriza para que mediante decreto 
ejecutivo elaborado por el Ministerio de Hacienda, se realicen 
modificaciones presupuestarias dentro de un mismo programa o 
subprograma, cuando así sea necesario para adecuar la programación 
presupuestaria como producto de variaciones en la asignación 
presupuestaria, o bien como producto de cambios en las prioridades 
definidas por los responsables de los programas o subprogramas 
presupuestarios, de los Órganos del Gobierno de la República.

IV.—Que el artículo 14 de los Lineamientos técnicos y 
metodológicos para la planificación, programación presupuestaria, 
seguimiento y la evaluación estratégica en el sector público en Costa 
Rica 2020, emitidos por el Ministerio de Planificación Nacional 
y Política Económica y Ministerio de Hacienda estipula “…La 
programación y el presupuesto anual institucional de las metas 
se elaboran y reportan en la MAPP y los instrumentos derivados 
tomando como base principal los compromisos establecidos en: 
Objetivos, metas e indicadores de Desarrollo Sostenible (ODS) 
2030, suscrito por el Gobierno de la República ante las Naciones 
Unidas y ratificado mediante Pacto Nacional Intersectorial. (Decreto 
Ejecutivo N° 40203 Plan-R-MINAE…), lo establecido en el PNDIP, 
Planes Estratégicos Institucionales y BPIP.”

V.—Que mediante el Decreto Ejecutivo N° 32988-H-MP-
PLAN, publicado en La Gaceta N° 74 de 18 de abril de 2006 y 
sus reformas, se establece la normativa técnica, referente a las 
modificaciones presupuestarias que el Gobierno de la República y 
sus dependencias pueden efectuar a través de Decreto Ejecutivo.


